SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°14
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ACCIONANTE:  BLANCA CECILIA ZAPATA C.
JUAN DAVID GALLEGO ZAPATA

CONCEDE Y DECLARA HECHO SUPERADO 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Proceso:    
Acción de Tutela – Concede amparo concedido y declara hecho superado

Radicación Nro. :
66001220400020170006700
Accionante: 
BLANCA CECILIA ZAPATA CEBALLOS
Accionado: 
GRUPO DE PRESTACIONES SOCIALES DE LA POLICÍA NACIONAL
 Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. “No puede entonces negarse la razón que le asistía al instaurar la tutela, porque al momento de interponer la tutela no se le había dado respuesta a sus requerimientos, y para la Sala es claro que la Jefatura de Prestaciones Sociales se demoró en atender el reclamo de sus afiliados, pero  lo que ahora se aprecia es que tal situación se encuentra debidamente satisfecha, a consecuencia de lo cual es necesario indicar que en el presente evento ya se han  superado los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación, como así lo tiene decantado la H. Corte Constitucional. De otro lado y aunque la actora también señala que se vulnera el derecho al mínimo vital, estima la Sala que con la decisión de la Jefatura de prestaciones de reactivar el pago del porcentaje de la pensión, respecto de lo cual incluso ordenó la cancelación de un retroactivo en cuantía de $1.116.591 a favor de su hijo JUAN DAVID GALLEGO, de haberse presentado una tal afectación de ese derecho, ello igualmente se encuentra superado. En conclusión, si bien en principio se generó una vulneración al derecho fundamental de petición en detrimento de los acá accionantes, lo que demanda la protección de tal garantía, al haberles sido entregada la respuesta pretendida hay lugar a declarar la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado.”.
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             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticuatro (24) de abril de dos mil diecisiete (2017)

                                                               Acta de Aprobación No. 357
                                            Hora:8:30 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada a nombre propio por la señora BLANCA CECILIA ZAPATA CEBALLOS, y como agente oficiosa de su hijo JUAN DAVID GALLEGO ZAPATA en contra del grupo de prestaciones Sociales de la Policía Nacional, al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

Informa la señora BLANCA CECILIA ZAPATA CEBALLOS  que en febrero 15 y 16 de 2017, tanto su hijo JUAN DAVID GALLEGO como ella enviaron derechos de petición al grupo de pensionados SEGEN de la Policía Nacional, por medio de una empresa de correo certificado, sin que a la fecha le hubieran brindado respuesta alguna, máxime cuando entre lo pedido, está el pago de las mesadas de estudio de su descendiente, las cuales requiere con urgencia pues de lo contrario le es complicado suplir sus gatos. Pide en consecuencia se tutelen sus derechos fundamentales de petición y mínimo vital.

3.- contradictorio
La Sala admitió la tutela y dispuso correr traslado de la misma al Grupo de Pensionados SEGEN de la Policía Nacional, y el Jefe (e) del Área de Prestaciones Sociales comunica que las referidas peticiones fueron recibidas en febrero 16 y abril 11 de 2017, a las cuales se les dio respuesta mediante oficios S-2017-013855/ARPRE-GRUPE de abril 10 de 2017 y S-2017-014167/ARPRE-GRUPE de abril 11 de 2017, respectivamente  y los cuales le fueron remitidos al correo electrónico de la actora, por lo cual se dan los presupuestos jurídicos para que exista la carencia actual del objeto  por hecho superado y en consecuencia pide se decrete la improcedencia de la acción constitucional al no vulnerarse derecho fundamental alguno.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes, así como el comprobante de entrega de correspondencia, que se obtuvo por esta Sala al ingresar a la página web de la empresa Servientrega.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación al derecho fundamental de petición del solicitante; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

En el presente caso la pretensión de la señora BLANCA CECILIA ZAPATA CEBALLOS y de su hijo JUAN DAVID GALLEGO ZAPATA, estaba encaminada de manera principal a que por parte del grupo de pensionados de la Policía Nacional se diera respuesta a las peticiones elevadas en febrero 15 y 16 de 2017, por medio de las cuales se solicita  el pago de la mesada pensional que le había sido suspendida al joven GALLEGO ZAPATA e igualmente se revisara la pensión que les fuera otorgada a ambos con ocasión del fallecimiento del Ag. HUMBERTO GALLEGO ZAPATA, al considerar que dicha suma no corresponde a la asignación que deben recibir.

Como lo ha predicado la Corte Constitucional
 cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un mecanismo de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

La Corte Constitucional ha trazado lineamientos generales en lo que hace con el derecho de petición
, e igualmente la Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”
En el sub lite lo que se percibe en relación con la petición signada febrero 16 de 2016
, es que en efecto les asiste razón a los accionantes al instaurar la tutela, pues no obstante que se envió la misma por correo certificado que recibió la entidad demandada en febrero 16 de 2016, como se aprecia de la constancia de entrega
 y de lo cual dio cuenta la Jefe del Área de Prestaciones Sociales de la Policía, la misma se le contestó al señor JUAN DAVID ZAPATA mediante oficio 013855 de abril 10 de 2017, remitido vía electrónica, es decir, cuando ya el término de 15 días para hacerlo estaba ampliamente superado y en ese orden de ideas se avizora la afectación del derecho fundamental de petición por parte del grupo de prestaciones de la Policía Nacional y en esas condiciones procede su amparo.
En cuanto al oficio signado febrero 15 de 2016
, y aunque la Jefe de Prestaciones Sociales de la Policía indica en su contestación, que tal documento solo lo recibió en abril 11 de 2017, día en el cual envió respuesta, de la información que suministró la accionante se observa que ambas solicitudes las remitió desde febrero 15 de 2017 y no obstante que en el certificado de envío de Servientrega no aparece constancia de la cantidad de documentos allí insertos, la Sala considera que ese documento también fue aportado en esa misma oportunidad y por no haberse respondido en el plazo de ley, en igual sentido se vulneró el derecho de petición. 

Pese a lo anterior, dentro del término de traslado se informó por parte de la Jefe (e) de Prestaciones Sociales de la Policía, que a las referidas peticiones se les dio la respuesta pertinente, mismas que fueron enviadas al correo electrónico de la solicitante, y en efecto al corroborar con la señora BLANCA CECILIA ZAPATA GALLEGO tal situación, comunicó a esta Corporación que tales oficios fueron recibidos por ella
.

No puede entonces negarse la razón que le asistía al instaurar la tutela, porque al momento de interponer la tutela no se le había dado respuesta a sus requerimientos, y para la Sala es claro que la Jefatura de Prestaciones Sociales se demoró en atender el reclamo de sus afiliados, pero  lo que ahora se aprecia es que tal situación se encuentra debidamente satisfecha, a consecuencia de lo cual es necesario indicar que en el presente evento ya se han  superado los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación, como así lo tiene decantado la H. Corte Constitucional
.

De otro lado y aunque la actora también señala que se vulnera el derecho al mínimo vital, estima la Sala que con la decisión de la Jefatura de prestaciones de reactivar el pago del porcentaje de la pensión, respecto de lo cual incluso ordenó la cancelación de un retroactivo en cuantía de $1.116.591 a favor de su hijo JUAN DAVID GALLEGO, de haberse presentado una tal afectación de ese derecho, ello igualmente se encuentra superado.  
En conclusión, si bien en principio se generó una vulneración al derecho fundamental de petición en detrimento de los acá accionantes, lo que demanda la protección de tal garantía, al haberles sido entregada la respuesta pretendida hay lugar a declarar la carencia actual del objeto por tratarse de un hecho superado.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho de petición vulnerado a la señora BLANCA CECILIA ZAPATA CEBALLOS y a su hijo JUAN DAVID GALLEGO ZAPATA por parte de la Jefatura de Prestaciones Sociales de la Policía Nacional.

SEGUNDO: SE DECRETA la carencia actual del objeto, al presentarse el fenómeno del hecho superado.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
           JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� En la sentencia T-043/09 se señaló: “Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. –negrilla de la Sala-


� Por medio de la cual se pide el pago de las mesadas suspendidas al joven JUAN DAVID GALLEGO ZAPATA.


� Ver folio 20.


� Por el cual se solicita la revisión de la pensión de jubilación que comparten la señora BLANCA CECILIA ZAPATA  y su hijo JUAN DAVID GALLEGO ZAPATA.


� Ver folio 21. 


� Ver entre otras, sentencia T-727 de 2010. 
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